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I. INTRODUCCION

1. La participacién en la Seguridad Social y en los organismos piiblicos
prestacionales

De los dos mandatos del articulo 129 —integrado en el Titulo VII de la
Constitucién, referido a «Economia y Hacienda»—, el que se contiene en el
apartado primero estd dirigido al poder legislativo, imponiéndole la tarea de
establecer «las formas de participacién de los interesados en la Seguridad Social
y en la actividad de los organismos publicos cuya funcién afecte directamente
a la calidad de la vida o al bienestar general».

Sin duda que este tipo de participacién estd abierta a todos los ciudadanos,
afectados en su generalidad, en lo que a la Seguridad Social hace referencia, por
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obra del denominado principio de universalidad de proteccién tal y como se
garantiza en el articulo 41 CE; un principio que puede ser definido de forma sin-
tética, derivandose de ello ese interés requerido por el articulo 129.1, como el que
atribuye a todo ciudadano —y, en determinados casos, también a los residentes—
el derecho a obtener la tutela del sistema publico de proteccién social frente a las
situaciones de necesidad econdmica en las que pudieran venir a encontrarse. El
interés que constituye el fundamento de la participacién en la Seguridad Social,
y su cardcter general o difuso, también puede afirmarse por la variada repercu-
sién que la Seguridad Social tiene sobre los sujetos protegidos (beneficiarios
potenciales), sobre los beneficiarios actuales (quienes reciben ya prestaciones del
sistema de Seguridad Social), o sobre los obligados a su financiacién (aunque no
sean sujetos protegidos, como es el caso de los empresarios en relacién con los
trabajadores a los que contratan). Igualmente abierta es la participacion en los
organismos publicos que el articulo 129.1 preconiza, la denominada tradicional-
mente como «participacion institucional», ya que es sin duda sobre todos los ciu-
dadanos (y residentes en general en el pais) sobre quienes repercute la accién de
esos organismos. Que, como sefiala el propio articulo, desarrollan una actividad
que afecta a la calidad de vida o al bienestar en general; es decir a dimensiones
que interesan, por definicidén, al conjunto de los ciudadanos.

En definitiva, el articulo 129, en su apartado primero, puede considerarse
una derivacién, que no una identificacién, de lo establecido en el articulo 23
CE, es decir, del derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos publicos;
que aqui se materializa como un derecho, o interés legitimo si se quiere, a inter-
venir en esos asuntos a través de formas diferentes de la participacién politica en
sentido estricto a la que parece restringirse el articulo 23. La participacién pre-
vista en el articulo 129.1, o participacién social, materializa, pues, un proceso de
democratizacién de las instituciones u organismos publicos mediante el cual se
hace posible el que los ciudadanos intervengan en las decisiones organizativas y
de gestion de las mismas (GUTIERREZ SANCHEZ, 2005; p. 29). Es, por tanto, una
participacién que se fundamenta, no en el exclusivo derecho de ciudadania, sino
en la mds limitada naturaleza de afectado por la actividad de los organismos
publicos de que se trate; lo que significa una conexién directa, propiamente de
intereses especificos, entre el afectado y el organismo publico en cuestién. Por
eso la participacién prevista en el articulo 129.1 es mds bien instrumental y no
tanto la expresién directa del principio democrdtico: se participa en los organis-
mos publicos porque existe un interés individual, o grupal, o colectivo, afectado
por la actuacién de los mismos, y no tanto porque se ejercite un derecho politi-
co, de intervencién en el gobierno publico, como expresién tipica del pluralis-
mo social y de las exigencias democrdticas. En consecuencia, las dos participa-
ciones tienen una légica interna (participacion politica versus participacién de
intereses), una funcionalidad (autogobierno versus eficacia de la accién publica
prestacional), y unos objetivos (permeabilizacién del poder versus control y
transparencia de la actividad de tales organismos) diversos. Aunque, por lo dicho
antes, la condicién de afectado pueda ser considerada como précticamente coex-
tensa con la de ciudadano.
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2. La participacion en la empresa

El segundo mandato del articulo 129 CE, establecido en su apartado 2, se
refiere a otro tipo de participacién: la que se articula en relacién con la empresa.
Ya sea en su organizacion y funcionamiento; ya sea en su constitucion; o en rela-
cién con el acceso a la titularidad de la misma. Se trata de un mandato menos
imperativo y mds complejo. Menos imperativo ya que no hay una remisién
expresa a la ley, salvo por lo que hace al concreto fomento de las sociedades coo-
perativas; mientras que son en general los «poderes piiblicos» (lo que obviamente
incluye también al poder legislativo, pero no solamente y puede que el objetivo
marcado se logre incluso prescindiendo de él), los que estdn llamados a «promo-
ver eficazmente las diversas formas de participacion en la empresa», y a establecer
«los medios que faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios de
produccidn». El mandato es también mds complejo ya que el apartado contem-
pla, de un lado, una cuestién general, la participacién en la empresa, que ade-
mds se prevé en términos también generales puesto que se hace referencia a las
«diversas formas de participacidn». Junto esa previsién, el articulo 129.2 mencio-
na la participacién en la propiedad de los medios de produccién, sin duda de
cardcter privado de acuerdo con el articulo 38 CE; a la vez que se refiere al
fomento de las sociedades cooperativas, como formas ideales de combinacién de
trabajo y de capital (PRIETO JUAREZ, 2002; pp. 129-132).

Pese a la naturaleza menos imperativa del apartado 2 del articulo 129, se ha
de subrayar que en el mismo se contienen términos ausentes del apartado pri-
mero que parecen estar orientados (otra cosa es que esa fuera la intencién del
constituyente) a dotar de una cierta calidad a la accién de los poderes publicos;
calidad medida en funcién de la capacidad de esa actuacién para lograr los obje-
tivos sefialados en la norma constitucional. Me estoy refiriendo a la triple cuali-
ficacién que acompana a los tres dmbitos en los que la Constitucién establece el
mandato de actividad para los poderes publicos respecto de la empresa. De
modo que la promocién de las diversas formas de participacién habrd de ser «efi-
caz »; lo que s6lo puede entenderse como que esa promocién deberd hacer posi-
ble la participacién, no se especifica en qué grado ni con qué perfiles, en sus
diversas formas. Un adjetivo éste, el de la promocién eficaz, que, al unirse a la
accién de los poderes puiblicos y no al resultado de la misma, pierde desde luego
intensidad; ya que en puridad no se dice que los poderes publicos deban garan-
tizar una participacion eficaz, sino que deberdn promover de forma eficaz la par-
ticipacién (la que se decida que sea y en el nivel que se elija) que esos mismos
poderes publicos establezcan dadas sus diversas formas.

La segunda cualificacién estd relacionada con la legislacién promotora de
las sociedades cooperativas que, segtin el articulo 129.2, deberd ser adecuada,
es decir, que habrd de ser una normativa que, efectivamente, haga posible, pro-
mocione, fomente y facilite la creacién y el funcionamiento de las cooperati-
vas; siempre dentro de los mdrgenes que pueden identificarse con el respeto a
la libre iniciativa econédmica y a las reglas de competencia y con la propia natu-
raleza y exigencias de las sociedades cooperativas. Por tltimo, el articulo 129.2
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se refiere al acceso de los trabajadores a los medios de produccién en términos
de facilitarlo; lo que también significa la introduccién de mecanismos legales
que favorezcan dicho acceso. En todo caso, la utilizacién de estos términos no
parece que haya sido valorada mds alld de un recurso terminoldgico, dirigido
a poner el énfasis en el compromiso de fomento o de favorecimiento de las tres
vias de participacién descritas; pero sin que ello imponga a los poderes publi-
cos un determinado grado de participacién, una modalidad concreta, o una
intensidad especifica. Mds que fijar la calidad de la intervencién publica, el
articulo 129.2 lo que hace es describir la accién misma de promocién que,
naturalmente, habrd de ser eficaz y adecuada; por cuanto no se entiende que
pudiera ser, por oposicidn, ineficaz o poco idénea.

3. Ubicacidén constitucional y légica interna del precepro

Al margen de las consideraciones anteriores, derivadas de una inicial lectu-
ra del precepto, lo cierto es que el articulo 129 CE estd ubicado en gran medida
fuera de contexto. O, como se ha sehalado (ALZAGA VILLAMIL, 1985; p. 67), sélo
serfa adecuada esa ubicacién si se tratara de enumerar las reglas que deben inspi-
rar la politica social y econdmica, pero no si lo que se pretende es potenciar los
principios de la democracia social. Enfocado desde esta dltima perspectiva, se
trata de un derecho, el de participacién en todas sus variantes, que hubiera
encontrado un acomodo mucho mds natural en el Capitulo III del Titulo I de
la Constitucién, es decir, en la parte de la norma fundamental reservada a los
principios rectores de la politica social y econémica. Hay mucha mds conexién
y similitudes entre el derecho a la participacién, de los ciudadanos en general y
de los trabajadores en particular, con los otros derechos sociales contenidos en el
capitulo mencionado que con el resto de los articulos del Titulo VII.

En efecto, es fécil admitir que el derecho de participacién, en cuanto posi-
ble derecho social, es muy cercano a derechos como los que se contienen en el
articulo 40 (a una distribucién equitativa de la renta o a la formacién profesio-
nal), en el articulo 44 (acceso a la cultura), en el articulo 46 (a la conservacién y
al enriquecimiento de patrimonio artistico), o en el articulo 48 (justamente, un
derecho a la participacién de la juventud en el desarrollo politico, social, econé-
mico y cultural del pais). Se trata, en definitiva, de derechos sociales o derechos
fundamentales de segunda generacién, que significan la apertura de los ciudada-
nos al disfrute de condiciones de trabajo o de vida que repercuten, como dice el
articulo 129, en la calidad de vida y en el bienestar general. Y respecto de los cua-
les, la Constitucién establece el compromiso de los poderes publicos de hacerlos
eficaces, si bien a partir de una opcién politico-normativa (que se materializa en
la amplitud de los mdrgenes de maniobra de los poderes publicos y en su natu-
raleza de derechos de configuracién legal), incoercible en su articulacién legal y
determinada habitualmente por circunstancias exdgenas, entre las que han de
citarse sobre todo los condicionamientos organizativos y financieros.

No ha sido asi y el constituyente ha situado el derecho a la participacién
de los ciudadanos en los organismos publicos y de los trabajadores en la
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empresa en un titulo que se dedica a la intervencién del Estado en la actividad
econdmica. Ya sea mediante el reconocimiento de la iniciativa publica econé-
mica; ya sea a través del compromiso de fomento de la modernizacién y des-
arrollo de los distintos sectores productivos, si bien prestando especial atencién
a aquellos que la norma constitucional considera mds atrasados; planificando
la actividad econémica general; habilitdindolo para ejercitar la potestad de
imponer tributos; regulando la ordenacién econémica y financiera de la acti-
vidad publica conforme a la elaboracién de los presupuestos generales; o some-
tiéndose al control del 6rgano constitucional de fiscalizacién de las cuentas
publicas.

Si ha sido de forma consciente o no es una cuestién hoy irrelevante. Lo
cierto es que el articulo 129 casa mal con el resto del articulado del Titulo VII,
en concreto el apartado primero, relativo a la participacién en los organismos
publicos, sobre todo de tipo prestacional. Aunque quizds esta dimensidn, la de
la actividad prestacional de esos organismos publicos, concebida como una
forma de actividad econémica en la que se fomenta la participacién de los ciu-
dadanos, sea el motivo de la colocacién sistemdtica de este articulo. Pero es una
razén que no sirve para la participacién en la empresa; que, si acaso, tiene que
ver con la propiedad de la empresa y los derechos de organizacién y direccién
derivados de la misma (reconocidos con mayor grado de tutela en los articu-
los 33 y 38 CE); salvo que se considere que el fomento de esa participacion
constituye una forma de interferencia del poder publico en el funcionamien-
to de las empresas y, en la misma medida, una manera indirecta de intervenir
el Estado en el libre funcionamiento de los mecanismos combinados del mer-
cado y de la titularidad privada de los medios de produccién. Pero es un argu-
mento que justificarfa el adjetivo de forzado.

Es posiblemente esa dimensidn, la del derecho de los afectados o directa-
mente interesados en el funcionamiento de los organismos publicos y de la
empresa privada, la que conecta los dos apartados del articulo 129. Si bien,
incluso aceptando esa similitud, el titulo de la participacién varfa en uno y otro
caso. En el primero es el hecho de ser interesado, en cuanto usuario o beneficia-
rio de la actividad prestacional de los organismos publicos, la que legitima al ciu-
dadano para reclamar la participacién en la organizacién y gestién de los mis-
mos (lo que el articulo 129.1 llama, genéricamente, «participacién»). En cambio,
el titulo para la participacién en la empresa es el de ser integrante de esa misma
organizacién productiva en calidad de trabajador. De forma que, dejando al
margen la creacién de cooperativas y el acceso a la propiedad de los medios de
produccién, mientras que en el caso de los organismos publicos se participa en
cuanto destinatario de la actividad, en el supuesto de la empresa la participacién
se fundamenta en el hecho de que el trabajador contribuye con su esfuerzo a la
obtencién de los objetivos productivos y econémicos de la empresa.

Por tanto, el reconocimiento de un derecho a la participacién es conse-
cuencia de la aceptacién de que, pese a ser ajeno a la titularidad de la organi-
zacién econémica empresarial y por tanto encontrarse al margen de los pode-
res y facultades que se derivan de la misma, el trabajo asalariado constituye una
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parte imprescindible del funcionamiento de dicha organizacién y legitima a su
proveedor, el trabajador, a reclamar algtin tipo de capacidad o margen de deci-
sién o de influencia en aspectos que repercuten sobre sus condiciones de tra-
bajo y sobre la distribucién de los beneficios econdmicos que se derivan de esa
actividad econdémica en la que tan decisivamente participa. Dicho de otra
forma, la participacién vendria a aceptar que junto a la propiedad o titulari-
dad de la empresa, el trabajo asalariado es también un titulo que fundamenta
sobradamente la intervencién en la organizacién y en la puesta en prdctica de
las decisiones productivas.

Dejando para mds adelante esta idea, el diagndstico inicial sobre el articu-
lo 129 CE parece que finalmente no puede ser mds que poco alentador: ubi-
cacién inadecuada, contenido asimétrico segun los apartados, distintos niveles
de garantfa de la participacién, previsién de formas y grados variados, ausen-
cia de precisién en cuanto a los mismos, acumulacién de compromisos dife-
rentes tales como, junto a la participacién en sentido estricto, el acceso a la
titularidad de los medios de produccién o a la constitucién de sociedades coo-
perativas, ausencia de elementos de conexién interna del propio articulo vy,
aun, en el apartado segundo, reconocimiento débil del derecho, amplitud del
campo de decisién de los poderes publicos, unidad sélo indirecta como hipo-
téticos instrumentos de intervencién en la vida econémica por parte de los
poderes publicos al regular la participacién en sus diversas variantes, etc. De
este diagndstico inicial, que por ahora se da por bueno, deriva el que el propé-
sito del trabajo se circunscriba a analizar lo relativo a la participacién de los
trabajadores en la empresa (esto es, lo contenido en el apartado segundo del
articulo 129); y, ain aqui, al derecho de participacién en general, dejando a
un lado otras cuestiones mucho més especificas, como es el caso del fomento
de la creacién de cooperativas, o poco actuadas, como sucede con la facilita-
cién del acceso de los trabajadores a la titularidad de los medios de produc-
cién. En definitiva, lo que el articulo 129.2 denomina «participacién en la
empresa», cuya promocioén corre a cargo de los poderes publicos.

II. LA PARTICIPACION DE LOS TRABAJADORES
EN LA EMPRESA: CONCEPTO Y TIPOLOGIA

Los poderes publicos, pues, habrdn de promover eficazmente la participa-
cién, en sus diversas formas, de los trabajadores en la empresa. Dos elementos
claves han de ser tenidos en cuenta respecto de esta concreta previsién constitu-
cional. El primero de ellos tiene que ver con el valor mismo del articulo 129.2,
debiéndose concluir que se trata de un precepto de escasa efectividad y que se
limita a establecer un principio de naturaleza politico-social carente de impera-
tividad y de eficacia directa e inmediata (RODRIGUEZ-SANUDO GUTIERREZ,
1979; pp. 427 y siguientes; ALZAGA VILLAMIL, 1985; p. 67). No se derivan del
articulo 129.2 para los trabajadores derechos subjetivos a la participacién en la
empresa, por mds que haya meritorios intentos de reconducir el derecho a la par-
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ticipacién al contenido esencial del derecho fundamental de libertad sindical
consagrado en el articulo 28.1 CE (PEREZ AMOROS, 1989; p. 339).

Tratdndose de un obligado principio inspirador de las politicas publicas,
en este caso en relacién con la presencia de los trabajadores como colectivo
dentro de la empresa, su eficacia se limita a incentivar a esos poderes publicos
para que regulen u organicen los instrumentos para que esa participacion sea
posible. Pero no existen controles constitucionales de esa actividad: ni de la
inactividad o pasividad en establecer las vias de participacién, ni en qué
momento articularla. Tampoco en cémo hacerlo ya que, y éste es el segundo
elemento, el articulo 129 no reclama un minimo de participacién que deba ser
establecido, ni exige que se materialice en ninguna forma concreta en razén de
su referencia a las «diversas formas de participacion». Se trata, pues, del tipico
derecho de configuracién legal, donde el legislador ordinario tiene una ampli-
sima capacidad de opcién y de eleccién que podrd materializarse en muy diver-
sas formas, grados, intensidades y niveles de participacién de los trabajadores
en la empresa. S6lo un desarrollo normativo abiertamente contrario o negador
en términos absolutos de cualquier forma de participacién podrian considerar-
se inconstitucional por vulnerar lo establecido en el articulo 129.2 CE.

Como se acaba de decir, es cierto que el articulo 129.2 prevé una partici-
pacién en la empresa, «en sus diversas formas»; si bien esta previsién no tiene
que ser leida como necesariamente ambigua ya que podria ddrsele otro senti-
do mis totalizador. Es decir, que el articulo 129.2 CE encomienda a los pode-
res publicos fomentar todas las variantes posibles de participacién, sin cerrar el
camino a ninguna de ellas y sin que la referencia a la diversidad de formas
suponga necesariamente que el legislador puede elegir una sola de ellas, con lo
que podria considerar cumplido el deber constitucional de promocién. No es
asf a mi juicio, pese a las generalizadas opiniones en este sentido. Pero queda
abierta la cuestién de cudles son esas diversas formas de participacidn; y, desde
luego, no excluida ninguna, le queda siempre al legislador la capacidad de
fomentar unas antes que otras, anticipar unas vias de participacién y demorar
otras al futuro. Puede que se considere que el matiz nada afiade. Pero no es lo
mismo entender que el articulo 129.2 compromete a los poderes publicos a
fomentar todas las formas de participacién de los trabajadores en la empresa;
que, por el contrario, aceptar que promocionando una de ellas se ha cumpli-
do con la exigencia constitucional. Si se opta por lo primero, lo que sf es rele-
vante es fijar qué se entiende por participacién y establecer todas esas formas
posibles que encontrarfan acomodo obligatorio en el articulo 129.2.

La aceptacién de la versién general que aqui se rechaza ha llevado con
mucha frecuencia a minimizar las repercusiones del articulo 129.2. Es 14gico.
En la medida en que cualquier tipo de participacién es suficiente, sefialar que
el articulo 129.2 no establece ningtin minimo es coherente (RODRIGUEZ-
SANUDO, 1979; pp. 427-430, 2002; p. 700; RIVERO LAMAS, 1997; p. 521). Sin
embargo, si se ha considerado que el articulo 129.2, aceptado todo el margen
de actuacién que se quiera del legislador (asi declarado, conforme al articulo
129 por el Tribunal Constitucional, Sentencia 142/1993, de 22 de abril), esta-
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blece que debe existir una participacién de los trabajadores en la empresa que
debe adoptar todas las formas o variantes posibles, el articulo 129 no es ya tan
ambiguo o evanescente sino que puede entenderse que estd recogiendo una
institucién (justamente la de la participacién) que debe encontrar su desarro-
llo en la empresa, en todas sus modalidades. Es necesario definir, pues, el
nucleo conceptual de lo que se deba entender por participacién; establecer
todas sus variables; fijar los limites que tal garantia institucional presenta a la
accién del legislador; conectar esta institucién garantizada con otros princi-
pios, valores o derechos constitucionales como los de igualdad material, de eli-
minacién de los obstdculos que la impidan, de libertad sindical, de negocia-
cién colectiva; y definir los otros derechos y valores constitucionales que supo-
nen un limite para esa participacién como es el caso de la propiedad privada y
la libre iniciativa econémica. De esta forma, la participacién se habrd configu-
rado como derecho constitucional, se conectard con otros derechos que son la
expresién de la ciudadania social y se insertard en la mds amplia légica de la
democracia social, en este caso referida al microcosmos de la empresa.

1. Los conceptos de la participacion

Tradicionalmente, la participacion de los trabajadores en la gestién de la
empresa (dejando al margen la participacién en la titularidad —accionariado—
o en los beneficios), se ha confrontado con otras formas de condicionamiento
de las decisiones empresariales vinculadas a las ideas de contraposicién de inte-
reses, de conflicto, y de negociacién colectiva como forma de solucién del con-
flicto y de composicién de esos intereses enfrentados. En un universo donde
se afirma la esencialidad e irreductibilidad de ese conflicto (que se expresa con
evidencia en la empresa, en el acto mismo de la inclusién del trabajo asalaria-
do en el proceso productivo en condiciones de subordinacién), pero que se
proyecta desde ella hacia las demds dimensiones de la vida social y econémica,
tnicamente los instrumentos que parten de dicho enfrentamiento (o, incluso,
lo realzan como una forma de definir posiciones y de delimitar contraposicio-
nes) se consideran una forma correcta de analizar la realidad productiva y
social y de intervenir en ella.

Como consecuencia, s6lo mediante el afloramiento del permanente con-
flicto latente en conflicto expreso; sélo a través de los instrumentos de presién
sobre la otra parte; sélo reconduciendo ese conflicto por vias negociales que lo
afirman como primer paso para su composicién; sélo considerando que los
acuerdos colectivos son un conjunto de equilibrios donde las ganancias para
una parte son siempre una pérdida para la otra; sélo en estas circunstancias
puede tener lugar la intervencién de los trabajadores en los resultados del pro-
ceso productivo. Que habrén salido incélumes del proceso de enfrentamiento
cuando hayan podido ser defendidos frente a las pretensiones de los trabajado-
res; 0 que se verdn determinados en forma negativa para la empresa si las que
han triunfado en el enfrentamiento han sido las reivindicaciones de los traba-
jadores. Cuya finalidad es mds de naturaleza distributiva de los beneficios
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empresariales que de intervencién en las decisiones de la empresa. El sindica-
to, la huelga y el convenio colectivo son, asi pues, los protagonistas y los ins-
trumentos cldsicos de este tipo de concepcién, que parece haber encontrado
reflejo en la misma Constitucién. Basta para ello tener en cuenta los articulos
7,28 y 37 (sobre sindicatos, libertad sindical, huelga y negociacién colectiva),
su nivel de reconocimiento, su cardcter de elementos clave de la organizacién
politica (los sindicatos), o de derechos fundamentales (la libertad sindical, la
huelga e, incluso, a través del contenido esencial del primero de ello, de la
negociacién colectiva que forma parte del mismo), y la proteccién mdxima y
la tutela especial de que gozan. El ¢je de esta posicién es, en definitiva, la aso-
ciacién entre los conceptos de representacién, negociacién colectiva y contra-
posicién radical de intereses.

En este enfoque, la participacién de los trabajadores en la empresa queda
relegada, cuando no estigmatizada, como un instrumento secundario o subal-
terno. Por lo que supone y por las consecuencias que se derivan de ella. En pri-
mer lugar, la participacién se separa del dmbito meramente distributivo para
implicarse directamente en el terreno de las decisiones. Mds concretamente,
participar significa intervenir en los procesos decisionales de la empresa; hacer
oir la voz y hacer valer los intereses de los trabajadores en todas aquellas
dimensiones de la empresa que puedan repercutir sobre ellos, aunque también
en aquéllas que afectan, con cardcter general, a la marcha de la empresa.

En segundo lugar, esta aparente mayor calidad de la intervencién (estar
presente en el momento en que se adoptan las decisiones y no sélo en el repar-
to de los resultados de las mismas sin pretender condicionarlas en origen),
tiene inevitablemente un precio que no es otro que el implicar a los represen-
tantes de los trabajadores en esas decisiones, obligdndoles a tener en cuenta la
perspectiva de la empresa y los intereses de la organizacién productiva a la que
ya no se puede ser ajeno porque se es co-participe de sus opciones. El distinto
momento y el diferente tipo de intervencién hace que la representacién de los
trabajadores deba asumir valores que hasta ese momento se han considerado
exclusivamente empresariales. En la medida en que la empresa es una organi-
zacién donde la legitimacién del poder se encuentra en la titularidad de los
medios de produccidn, la participacién de los trabajadores tiene que partir de
ese dato inmodificable, ha de aceptar la legitimidad de ese poder, ha de asumir
la defensa de los valores e intereses sobre los que se funda la organizacién
empresarial, y ha de hacerse co-responsable de la obtencién de tales objetivos.
Sin duda que este cambio de dptica estd inspirado en la defensa de los intere-
ses de los trabajadores; pero se trata de una defensa que ha de buscar su con-
ciliacién con los intereses empresariales; que, de alguna forma, la propia par-
ticipacién hace suyos.

En tercer lugar, la participacién tiende a desplazar el protagonismo de
algunos de los instrumentos cldsicos de la accién sindical, como es el caso de
la huelga, hacia otros procedimientos, formales o informales, de negociacién
en los que la persecucién del mdximo de beneficio para la parte representada
queda sustituido por la de la solucién mds funcional y adecuada tanto para la
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organizacién como para los trabajadores. Los derechos de informacién, activa o
pasiva, la facultad de hacer oir la opinién de los trabajadores, la consulta obliga-
da de las decisiones empresariales, la procedimentalizacién de esas decisiones en
la medida en que s6lo serdn legitimas si se someten a un proceso de maduracién
en el que la opinidén de los representantes de los trabajadores ha de tener la capa-
cidad o idoneidad para influir en las mismas, se convierte, en el marco de la par-
ticipacién, en los mecanismos centrales de la accién representativa.

En cuarto lugar, toda esta presencia de los intereses de los trabajadores no
oculta ni niega que la titularidad del poder, como la titularidad de la organi-
zacién de la que el primero es una derivacién, pertenece al empresario y que
dificilmente, salvo en los casos extremos y raros de participacidn, éste cede esa
facultad para compartirla con la representacién de los trabajadores. Se partici-
pa en algo que es ajeno, asumiendo los puntos de vista ajenos, y teniendo en
cuenta los intereses ajenos. Pero el poder pertenece y sigue perteneciendo al
empresario; salvo los casos de la cogestién o de los derechos de veto. De aqui
que la Constitucién, como si se hiciera eco de la contraposicién de modelos
que se acaba de describir, tras afirmar, configurdndolas como derechos de
libertad, las prerrogativas empresariales a partir de la recepcién de la propie-
dad privada de los medios de produccién (articulo 33), la economia de mer-
cado y la libre iniciativa privada, respaldando incluso como valor la producti-
vidad de la empresa (articulo 38), haya desplazado la participacién en la
empresa, asumiendo ese cardcter subalterno, al Titulo VII. El eje de este mode-
lo es, pues, la asociacién de los conceptos de titularidad empresarial del poder
de decisién, participacién en la gestién y existencia de intereses comunes.

Hay que indicar, de forma inmediata, que esta contraposicion radical entre
el modelo conflictual o representativo y el participativo de defensa de los intere-
ses de los trabajadores estd actualmente superada; lo que significa que la propia
Constitucién también lo estard si se la sigue anclando en esa dualidad de mode-
los. Por el contrario, la contraposicién entre representacién e intereses divergen-
tes y participacién e intereses comunes se ha diluido a la par que las propias reti-
cencias ideoldgicas hacia la segunda, confluyendo en formas de intervencién en
la gestién de la empresa y en las decisiones relevantes que afectan a la vida de la
misma y a las condiciones de trabajo de los trabajadores que se cualifican mds
por el nivel de intervencidn, los instrumentos, su funcionalidad, la intensidad de
la mismas, y por sus resultados précticos (TREU, 1989; p. 598).

Porque, desde una perspectiva mds moderna, la participacién en la empre-
sa es participacién en el poder de decisién dentro de la misma; o, dicho de otra
forma, un modo de cambiar las relaciones de poder en ese dmbito. Sin que esto
signifique necesariamente la negacién del poder empresarial, ya que la expre-
sién de los intereses de los trabajadores como contrapoder carece de la posibi-
lidad de sustituir al poder al que se enfrenta; se trata de un contrapoder que
ha de mantenerse siempre en esa situacién. Pero la participacién tampoco
supone incurrir en la deformacién ideoldgica que ignora la existencia de inte-
reses contrapuestos para afirmar una comunidad bdsica que remite a concep-
tos paternalistas y comunitarios de la empresa.
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La participacién moderna se alimenta de ese doble vector de la confron-
tacién y de la colaboracién; de los intereses enfrentados y de las zonas de
posible coincidencia; de los instrumentos de distribucién de los beneficios y
de la génesis de las decisiones que llevan a ellos, de la negociacién conflicti-
va y de la bisqueda de soluciones adecuadas desde el punto de vista de la
gestién y de su productividad. Es verdad que esto puede significar manejar
un concepto de participacién demasiado general que englobaria todo lo que
es accién de defensa de los intereses de los trabajadores. No puede ser asi
porque la participacién no niega esa otra vertiente, s6lo que en ella se impo-
nen otros instrumentos, otros contextos y otros objetivos. Al margen de que,
como tal participacién, sea compatible con la confrontacién, y cada uno de
estos instrumentos puedan ser mutuamente utiles. As{ se ha entendido
(RIVERO LAMAS, cit., p. 524) que es un signo de consolidacién de un siste-
ma de relaciones laborales la existencia de un equilibrio entre participacién
y accién sindical, sobre todo a través de la negociacién colectiva. De aqui la
necesidad de establecer un concepto preciso que ahora se ofrece y una tipo-
logia de la participacién en razén de esas variables.

En conclusién, puede entenderse como participacion de los trabajadores
en la empresa la manifestacién de un proceso de democratizacién interna en
virtud del cual quienes, con el fundamento y la legitimidad que procede de la
aportacién de su trabajo, acceden, con capacidad de influir en ellos, a dmbitos
de formacién de la voluntad empresarial, a niveles de decisidn, a espacios de
gestién y de control, a momentos de puesta en prdctica de esas decisiones y de
distribucién de sus resultados productivos que, originariamente, pertenecen a
quienes ostentan la titularidad de los medios de produccién y las facultades
derivadas de la misma (JUAN ALBALATE, 2005; pp. 23-25).

2. La tipologia de la participacion

Como concepto polivalente que es, la referencia a la participacién encu-
bre una amplia variedad de alternativas; ya lo expresa el propio articulo 129
CE cuando ordena a los poderes publicos el fomento de la participacién en sus
diversas formas. Muchas han sido las clasificaciones de la participacién que se
han realizado; las que se reproducen sintéticamente aqui sélo pretenden dar
razén de esa diversidad. Pero, también y sobre todo, destacar cémo esa misma
multiplicidad significa dos cosas. De una parte, que entre un extremo y otro
del abanico de posibilidades no hay sélo diferencias de matiz sino también de
calidad de la participacidn, e incluso, de su naturaleza: bastard ver las clasifica-
ciones que ordenan la participacién segtin el objeto sobre el que versan y segtin
su intensidad. Y, de otra parte, que la participacién puede convertirse hoy en
un concepto que sirva de confluencia para las 18gicas representativa-conflictual
y participativa-colaborativa, antes enfrentadas. Teniendo presente esa deriva-
cién de la tipologfa de la participacidn, las clasificaciones mds relevantes de la
participacién en la empresa son las siguientes:

117



Santiago Gonzdles Ortega

2.1. Participacién interna y externa

Se diferencia entre la participacién integrada en los érganos de gobierno
o de gestién de la empresa (consejo de administracién, drganos de vigilancia y
de control, comités mixtos con capacidad de decision) y la participacién desde
fuera de dichos érganos, sin reconocimiento alguno de facultades de decisién
que permanecen en la esfera del empresario (RIVERO LAMAS, 1997; pp. 503-
504). En una comparacién superficial, la primera de las participaciones pare-
ce de mayor intensidad y de cardcter prevalente o mds incisivo. Aunque pueda
aceptarse tedricamente ya que, sin duda, participar en pie de igualdad con el
titular de la empresa en la toma de decisiones que afectan de forma central a
su marcha es la mdxima expresién de la democracia industrial, no es asf en la
dindmica normal del ejercicio de esas funciones.

Habitualmente, la participacién interna se ha articulado como subalterna
y marginal, sin capacidad real de incidencia en las decisiones empresariales,
salvo si se trata de una participacién limitada a determinados aspectos secun-
darios en la empresa (la accién social, por ejemplo) y se contrae a un dmbito
de mera gestién de fondos asignados. Finalmente, esta participacién interna,
relegada a la marginalidad o a una condicién minoritaria, acaba siendo mds
bien testimonial y poco eficiente, cumple el contradictorio papel de avalar las
decisiones empresariales sin poder condicionarlas realmente y sélo desempena
una funcién de auxiliar como instrumento de expresién de intereses y como
vehiculo de informacién de las vias de participacién externa. El fundamento
constitucional y normativo del poder empresarial, la inalterabilidad de las
posiciones respectivas, el diferente valor de la legitimidad de base (titularidad
de la empresa frente a aportacion del esfuerzo laboral) impone serios, e infran-
queables, limites a la expansién y a la eficacia de la participacién interna.

La participacidn externa, por el contrario, aceptado que el reparto del
poder en la empresa nunca se decantard de forma mayoritaria a favor de la
representacién de los trabajadores, se presenta como mds funcional, por cuan-
to menos comprometida; y mds eficiente, en la medida en que los resultados
de intervencién y de control pueden ser mejores mediante la utilizacién de téc-
nicas de modulacién de las facultades empresariales. Aunque no se discuta que
pertenecen al empresario; siempre que, a la vez, se asuma que el ejercicio de
esas facultades de ordenacién ha de sujetarse a un procedimiento en el que
necesariamente ha de ser oida la opinién de los representantes de los trabaja-
dores y donde ha de tener cabida la consideracién y el respeto de los intereses
de estos ultimos. Al menos en la misma medida en que se tienen en cuenta los
intereses de la empresa. De esta forma, la participacién externa, que se apoya
también en la legitimidad que le proporciona la contribucién decisiva de los
trabajadores a la existencia, el funcionamiento y los resultados de la empresa,
busca determinar las decisiones empresariales en todos los planos integrando
la defensa y consideracién de los intereses de los trabajadores en los procesos
decisionales que estdn permanentemente abiertos en el seno de la empresa. Lo
relevante aqui es, ademds, que la participacién externa, que como toda parti-
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cipacién ha de tener en cuenta los intereses de la empresa como organizacidn,
puede, sin embargo, graduar el alcance de ese compromiso.

Teniendo un cierto paralelismo con la distincién anterior, la participacién
de los trabajadores en la empresa puede hablarse de participacion instituciona-
lizada o no institucionalizada, segin que tenga lugar a través de drganos espe-
cificamente creados para ello; o, por el contrario, se produzca mediante la
representacién general de los trabajadores sin que la participacién, como tarea
afadida a otras funciones representativas, justifique la diferenciacién de érga-
nos. Dada la relativa poca eficacia de la participacién interna, la instituciona-
lizacién de la participacién no supone, en si misma, ningtin valor afiadido. Si
acaso, esa institucionalizacién puede tener utilidades derivadas como, por
ejemplo, la obtencién de un determinado estatus para los representantes (con
ventajas en términos de medios y garantfas); o la continuidad o permanencia
de la intervencién; o su cardcter especializado; 0, mds simbdlicamente, marcar
las diferencias entre un modo u otro de representacién de los intereses de los
trabajadores. De cualquier modo, la falta de institucionalizacién no resta ni un
dpice a la eficacia de la funcién representativa externa, que puede ejercitar fun-
ciones participativas desde la propia institucionalizacién de los drganos de
representacién de los trabajadores.

2.2. Informacidn, consulta, negociacién, veto, cogestion

Estas diversas formas de participacién estdn directamente relacionadas
con la intensidad de la misma, yendo desde el nivel mds bajo (la mera infor-
macién pasiva o derecho de conocer) hasta la participacién con el empresario,
en pie de igualdad, en la toma de decisiones (la cogestion), pasando por la con-
sulta (o derecho de informacidén activa como derecho a opinar o a influir), la
negociacién (o participacién negociada), o el derecho de veto (como capaci-
dad de decisién negativa o de oponerse).

Desde luego que la participacién serd de una intensidad baja, medida en
su capacidad de determinar las decisiones empresariales, cuando se materiali-
za exclusivamente en derechos de informacién pasiva. En este nivel, la presen-
cia de los intereses de los trabajadores en los procesos de creacién de reglas en
el 4mbito de la empresa es exclusivamente como destinatarios de las mismas.
La informacién cumple, pues, sélo un papel de puesta en conocimiento de las
opciones empresariales; con tan poca o ninguna capacidad de incidencia por
parte de los representantes que esa informacién puede ser transmitida, casi
siempre lo es, a posteriori. En la l6gica de la informacién pasiva, los intereses
de los trabajadores sélo estdn presentes en la medida en que el empresario, a
su propia iniciativa y por motivos de eficacia, los haya integrado en su deter-
minacién final. Pero nada que no sea la mejor defensa de su interés puede
moverle a ello.

De manera que la participacién en que la informacién pasiva consiste es,
todo lo mds, un mecanismo de publicidad, de seguridad juridica, de transpa-
rencia de la decisién, aunque no del proceso que lleva a ella. La informacién
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pasiva documenta el ejercicio de las facultades empresariales y las hace publi-
cas. Pero, en la medida en que esa informacidn es posterior a la decisién, hace
inhdbil a la participacién para condicionarla o alterarla. Aunque eso también
signifique que no se reclama de la representacién de los intereses de los traba-
jadores el asumir los valores e intereses de la empresa. Quizds la eficacia mayor
de la informacidn pasiva sea la de la obligacién de hacer publicas decisiones (y
las razones que llevan a ellas) que, en otra circunstancia, podria permanecer
opacas, o ser conocidas en un momento en el que dicho conocimiento es abso-
lutamente intil. Por esta razdn, la eficacia de la informacién pasiva, aun limi-
tada, serd mayor o menor segin el alcance de la misma, los temas a que se
refiere, su contenido, el detalle y el momento en que se proporciona.

El siguiente nivel de intensidad de la participacién es la consulta o dere-
cho de informacién activa. Este tipo de participacién integra la voz de los tra-
bajadores en el proceso de toma de decisiones que afectan a la empresa en un
momento que ha de ser necesariamente previo a la opcién final. Es importan-
te sefialar que este tipo de participacién no expropia al empresario de ningu-
na de sus facultades de direccidn, organizacién y control; nadie discute que la
titularidad del poder sigue siendo del empresario. Pero que aqui se ve obliga-
do a someter su decisién a la valoracién previa que realicen los representantes
de los trabajadores. Quienes pueden participar desde una posicién conflictiva,
ciega a los intereses de la empresa (lo que, en realidad, casi materializarfa una
forma de presencia que no es ya participativa en sentido estricto), o juzgando
la oportunidad o conveniencia de la propuesta de decisién empresarial no sélo
desde el exclusivo punto de vista de los intereses de los trabajadores sino tam-
bién teniendo en cuenta las ventajas y desventajas de la decisién para el fun-
cionamiento de la empresa.

En este segundo caso, la informacién activa convierte en alguna medida a
los representantes de los trabajadores en co-responsables de la decisién empre-
sarial; sobre todo cuando su intervencién abre un trimite de negociacién no
formalizada que desemboca en una determinacién empresarial final alterada o
matizada a partir de la valoracién hecha por los representantes de los trabaja-
dores. Pero, pese a todo, hay que recordar que en este nivel de participacién es
la voluntad del empresario la que libremente decide asumir o no las propues-
tas hechas por los representantes. En realidad, la consulta o derecho de infor-
macién activa es més relevante por lo que supone de conocimiento previo de
la propuesta empresarial, por lo que significa de publicidad de una intencién
atn no puesta en prdctica, y por la capacidad de incidencia que permite en la
elaboracién de esa decisién final. Por estas razones, el derecho de informacién
activa se juzga de acuerdo con la amplitud de los temas en relacién con los cua-
les ha de existir consulta; con la calidad de la informacién suministrada como
soporte de la intervencién; del momento procedimental en que se hace llegar
a los representantes de los trabajadores; de la capacidad real de influencia de la
opinién de estos ultimos segin su capacidad técnica, las posibilidades de ase-
soramiento, el tiempo disponible para formular las contrapropuestas y la ido-
neidad para influir en el ejercicio por el empresario de sus facultades.
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Aunque tradicionalmente excluida del concepto de participacidn, el nivel
siguiente de intensidad de la misma se concreta en la negociacién colectiva.
Ciertamente, cuando el convenio colectivo se ha considerado un instrumento
de composicién de intereses enfrentados, como un tratado de paz que cierra
un conflicto abriendo un tiempo de tranquilidad social que no niega sino que
se apoya en la contraposicién esencial de los intereses en juego, es cierto que
la negociacién dificilmente puede entenderse como un instrumento de parti-
cipacién. En ningtn caso existe, en esta visién, una valoracién de los intereses
de la otra parte que sélo se acepta atender en funcién de la mayor o menor
capacidad de presion; nada hay, en este enfoque de la negociacién colectiva,
que signifique tener en cuenta los intereses de la organizacién productiva, su
funcionalidad y eficacia, su productividad y sus resultados. Como ya se dijo
antes, este tipo de negociacion tiene una finalidad estrictamente distributiva
de los beneficios empresariales, sin mds compromisos en la generacién de éstos
que los que vienen impuestos por los acuerdos de distribucién suscritos.

No obstante, también es posible otro tipo de tratamiento de la negocia-
cién colectiva como instrumento de gestion empresarial. Cada vez mds, los
acuerdos colectivos incorporan materias que se alejan de las que tradicional-
mente han sido expresién de esos acuerdos distributivos (salario y jornada), y
que, en cambio, se sitdan en el espacio de la organizacién y de la gestion. Basta
analizar el contenido de los convenios que se refieren a politicas de inversio-
nes, de establecimiento, de apertura de nuevos centros o de creacién de nue-
vos productos; a las politicas empresariales de contratacién, de gestién de los
recursos humanos, de prevencién de riesgos, de interesamiento de los trabaja-
dores o de promocidn, formacién e igualdad; o a las decisiones relativas a cam-
bios geogrdficos, movilidad, deslocalizacién, innovacién tecnoldgica, reduc-
cién o ampliacién de plantillas; a la regulacién de dimensiones conectadas con
la responsabilidad social de las empresas (calidad del empleo, conciliacién de
la vida laboral y familiar), etc.

El enriquecimiento de contenidos de la negociacién colectiva la ha con-
vertido, por la naturaleza de las cuestiones y la forma de abordarlas, en un
imprescindible instrumento de gestién de la empresa en todas sus dimensio-
nes. Dando origen a un diferente posicionamiento de empresa y trabajadores
en relacién con los intereses de la otra parte. De forma que, paralelamente a la
aceptacion empresarial de llevar a la negociacién cuestiones que pertenecen
originariamente a su espacio exclusivo de decisién (como una manera de gene-
rar opciones mds integrales, eficientes y operativas), o de tener en cuenta inte-
reses o valores extralaborales de los trabajadores asumiendo una funcién social
de promocién de los mismos (la formacién, la promocién profesional, la con-
ciliacién de la vida laboral y personal), la representacién de los trabajadores
estd llamada a ubicarse también en la perspectiva de la empresa, valorando la
funcionalidad para la organizacién de los acuerdos adoptados e introduciendo
reglas que tienen como objeto el lograr un mayor grado de competitividad.
Desde este punto de vista, la negociacién colectiva, sin perder su dimensién
conflictiva, afiade a ella la mds estrictamente participativa.
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Por tltimo, el derecho de veto (como capacidad de decisién negativa) y la
cogestién son manifestaciones del mds alto nivel de participacién en la empre-
sa. La que se manifiesta en la titularidad de facultades de ejercicio inmediato
y directamente eficaz, bien para bloquear decisiones empresariales, bien para
decidir, con el empresario, en relacién con las cuestiones que afectan a la
empresa. La participacién es aqui ya co-titularidad del poder que pertenece, de
forma mixta o compartida, a ambos interlocutores. El salto de calidad que este
tipo de participacién significa tendrd mayor o menor significacién segin sea
general (lo que no es habitual) o referida a determinadas cuestiones; y, dentro
de éstas, seglin que las materias sean mds o menos centrales o relevantes. No
es igual un dmbito de cogestién referido a la administracién de los fondos de
accién social que en relacién con la implantacién de nuevas tecnologias o de
nuevos sistemas retributivos en la empresa.

2.3. Otras tipologfas de la participacion

La participacién se clasifica también segin las materias sobre las que
pueda versar, diferenciando entre una participacién general, en todas las
dimensiones de la empresa, o una participacién selectiva, restringida a deter-
minadas materias (productividad, salud laboral, formacién, igualdad). Puede
ser directa, abierta a todos los trabajadores, o indirecta, a realizar mediante
los representantes; y, aun dentro de esta tltima, general, que es la que pone
en préctica la representacién estdndar de los intereses laborales, y especiali-
zada, mediante érganos creados especificamente para ejercer esa funcién
representativa. Sindicalizada o no, segin la representacién sea independien-
te de la representacion sindical y esté fuera de su control (como sucede cuan-
do los érganos de participacion se eligen por todos los trabajadores al mar-
gen del control o de la influencia sindical), o, por el contrario, se trate de un
organismo que, aunque especializado, se encuentra, por una u otra via, bajo
el control sindical, de cuya representacién no constituye sino una especiali-
zacién. Segun el nivel de la participacién, dependiendo de si se produce en
unidades muy reducidas como las secciones, departamentos o centros de tra-
bajo (lo que significa que el dmbito material de esa participacién necesaria-
mente serd igualmente reducido, estando referida a materias como la orga-
nizacién y las condiciones de trabajo), o mds amplias como el conjunto de
la empresa o del grupo de empresas (dmbito en el que la participacién podrd
orientarse hacia cuestiones mds relevantes porque influye en decisiones que
afectan a cuestiones generales, a materias relacionadas con las decisiones
organizativas y productivas fundamentales). Incluso la participacién puede
clasificarse segtin su finalidad, distinguiendo entre la que pretende simple-
mente atenuar la conflictividad en la empresa, o integrar a los trabajadores,
o incrementar la productividad o, incluso, implantar la democracia en la
empresa (TREU, 1989; pp. 599 y ss.; RODRIGUEZ-SANUDO, 1997; pp. 417-
426; RIVERO LAMAS, 1997; pp. 500-508).
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III. EL DESARROLLO DEL ARTICULO 129 DE LA CE.
LA ARTICULACION NORMATIVA DE LA PARTICIPACION
EN LA EMPRESA EN ESPANA. LA REALIDAD APLICATIVA

De forma general, se viene aceptando que la participacién en la empresa
prevista en el articulo 129.2 CE ha encontrado plasmacién normativa a través
del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (ET); que vendria
a ser asf la ley que, dentro de la habilitacidén general concedida por el articulo
129.2, habrfa concretado ese interés general, convirtiéndolo en derecho subje-
tivo, de base constitucional pero de configuracion legal. Esta impresién se con-
firma, ademds, en el articulo 4 del ET, donde la participacién en la empresa se
enumera (junto a la libre sindicacidn, la huelga o el derecho de reunién) como
un derecho bésico de los trabajadores; si bien, de nuevo, remitiendo a su con-
creta articulacién legal, ya que sefala que el derecho bdsico de participacion
tendrd el contenido y el alcance que para el mismo disponga «su especifica nor-
mativa». Una de las cuales es, justamente, el propio ET, cuyo Titulo II, Capitulo
I, se denomina «Del derecho de representacion colectiva» y cuyo primer articulo,
el 61, tiene como titulo el de «participacidn». Ademds, declarando la conexién
entre esta parte del ET y las previsiones del articulo 4, el articulo 61 establece
que «de conformidad con lo dispuesto en el articulo 4 de esta Ley y sin perjuicio
de otras formas de participacion, los trabajadores tienen derecho a participar en la
empresa a través de los drganos de representacion regulados en este titulo».

Varias conclusiones pueden derivarse de la lectura conjunta de los articulos
4y 61 del ET. En primer lugar, que se trata de regular la participacién de los tra-
bajadores en la empresa; lo que se hace atribuyendo el derecho concreto no a
cada trabajador individualmente, sino, como era esperable, a los trabajadores en
cuanto colectivo, tratdindose de un derecho ejercitable a través de instrumentos
igualmente colectivos como son los representantes de los trabajadores que el pro-
pio Titulo II del ET prevé. En segundo lugar, que, para esa funcién participati-
va, el ET crea unos érganos especificos (delegados de personal y comités de
empresa) no especificamente sindicales sino de cardcter unitario, es decir, que
representan a la totalidad de los trabajadores del centro de trabajo o de la empre-
sa y que encuentran su legitimidad, no en la afiliacién, sino en el hecho de haber
sido elegidos por todos los trabajadores (lo que se denomina como «egitimidad
electoral» o «criterio de audiencia»); estos 6rganos de representacién, por tanto,
reciben los nombres de representantes unitarios o electivos.

En tercer lugar, la participacién que estos érganos ponen en acto no es
toda la participacién posible en la empresa; el articulo 61 ET recuerda la refe-
rencia del articulo 129.2 a la variedad de formas de participacién y, en conse-
cuencia, recalca que la regulada por el Titulo II es una de las posibles formas
de participacién. Lo que excluye, sin negarla, la participacién en el capital, las
medidas de acceso a la propiedad o a la titularidad de la empresa o la creacién
de sociedades cooperativas (por seguir con los supuestos previstos en el articu-
lo 129.2). Pero ni siquiera se agota con el ET todas las posibles formas de par-
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ticipacién de los trabajadores en la gestion de las empresas (presencia de repre-
sentantes en consejos de administracién, érganos de vigilancia y control, etc.),
ni el que dicha participacién no pueda articularse a través de otro tipo de érga-
nos (lo mds evidente es la participacién que puede tener lugar por obra de
representantes de tipo sindical, o incluso la participacién directa). Lo dnico
cierto es que el ET disefia una forma de participacién que, en la medida en
que es la regulada (aunque sea sin cardcter exhaustivo o excluyente), es la
forma que el legislador ha decidido privilegiar para el cumplimiento de las
funciones que se prevén en el articulo 129.2 CE (VIDA SORIA y PRADOS DE
REYES, 1998; pp. 102-103).

1. Los rasgos de la participacién prevista en el ET

El rasgo mds caracteristico de la representacién unitaria es su naturaleza no sin-
dical; asf lo ha venido declarando reiteradamente el Tribunal Constitu-cional
(Sentencias 37/1983, de 11 de mayo; 39/1986, de 31 de marzo; 98/1985, de
29 de julio; 134/1994, de 9 de mayo y 95/1996, de 29 de mayo). De forma
que ni su creacién, ni su regulacion, y ni siquiera su accién (salvo cuando exis-
te una alta contaminacién sindical) se encuentran tuteladas por el articulo
28.1 CE, relativo a la libertad sindical. Se trata de érganos de creacién legal;
v, por lo mismo, modificables e incluso suprimibles por ese mismo instrumen-
to. Tratdndose de érganos no sindicales, su funcién estd, en principio, limita-
da a la participacién en la empresa; dejando entrever la norma que existen otro
tipo de acciones y de dimensiones de la defensa de los derechos colectivos que
no pertenecerfan al dmbito de la representacién unitaria sino a otro tipo de
representacién, concretamente la de tipo sindical. La ley, por tanto, parece
recoger, de forma radical, esa distincién de la que se viene hablando pdginas
atrds, entre funcién representativa-negocial-conflictiva (propia de la accién
sindical) y la funcién participativa-consensual-de colaboracién (especifica de
la accidén participativa).

Varios elementos parecen confirmar esa opcién del legislador. En primer
lugar, el sistema de eleccién; que ya se ha dicho que es abierto a todos los tra-
bajadores de la empresa por el sélo hecho de serlo, frente a la ausencia de esos
mecanismos electorales que, de existir, estarfan reservados a los afiliados del
sindicato en cuestién, para la representacién empresarial de cardcter sindical.
En segundo lugar, la legitimidad de base: electiva en el caso de la representa-
cién unitaria; afiliativa o asociativa, para la representacién sindical. En tercer
lugar, la fuerte intervencidn legal en el diseno del 6rgano, su composicidn, sus
funciones y prerrogativas, y el procedimiento de eleccidn; frente a una enorme
libertad, fruto del respeto de la autonomia colectiva del sindicato, en lo que se
refiere a la representacion sindical. En cuarto lugar, las competencias que la ley
atribuye a la representacién unitaria en relacién con las que parecen propias de
la representacién sindical.

En cuanto a esto dltimo, pueden encontrarse en el articulo 64 ET. Un
largo articulo en el que se enumeran las competencias de los representantes
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unitarios; aunque no todas, ya que es posible encontrar otras de un tenor
semejante en diversas partes del ET e incluso en otras normas laborales. Pues
bien, del andlisis conjunto de tales competencias se desprende que la mayor
parte de ellas se resumen en los derechos de informacién pasiva o activa, ade-
mds de ciertas competencias de vigilancia y control del cumplimiento por el
empresario de las normas laborales, y junto a dos competencias muy expresi-
vas del tipo de participacién de que se trata: la de participar en la gestién (es
el tnico lugar en el que se hace referencia a este tipo de funcién) pero sélo de
las obras sociales establecidas en la empresa; y la de colaborar con la empresa
(muy significativo el uso de este término, tan tradicionalmente asociado a la
idea cldsica de participacién) en las medidas orientadas al mantenimiento y al
incremento de la productividad.

Dejando al margen el andlisis concreto de las competencias informativas (si
son amplias o reducidas; si se refieren a temas centrales de la empresa o margi-
nales; si tienen una periodicidad y un contenido razonable; si el tiempo de infor-
me por parte de los representantes es suficiente; si se trata de materias en las que
cabe, a partir de la informacidén, una incidencia real sobre los procesos de deci-
sién empresarial, etc.), lo cierto es que el repertorio de las mismas (a las que se
pueden unir el derecho de consulta en casos de traslados, modificaciones de con-
diciones de trabajo y despidos colectivos) dibuja un tipo de representacién par-
ticipativa bastante tradicional. Aunque, dado el nuevo enfoque y la revaloriza-
cién de la participacion, no pueda decirse que se trata de una participacién arcai-
ca. Pero, en todo caso, se trata de una participacién que aceptando la titularidad
indiscutible del poder de direccién por parte del empresario, parte de ciertas
posibilidades de condicionamiento del ejercicio de tales poderes que van desde
el instrumento menos incisivo (la mera informacién pasiva) al que mds impacto
puede tener como es el parcial derecho de veto en los despidos colectivos; sosla-
yable, por cierto, acudiendo a la autorizacién administrativa o a despidos en
ndmero reducido que, al considerarse por la ley como individuales, no hacen
obligado en recurso a la consulta con los representantes de los trabajadores
(RODRIGUEZ-SANUDO GUTIERREZ, 2005; p. 703).

2. La sindicalizacion de la participacién prevista en el ET

Si el ET se hubiera limitado a establecer unos érganos especificos de
representacién de los intereses de los trabajadores, con funciones participativas
bastante tradicionales como las recogidas en el articulo 64 de dicho texto legal,
podria hacerse una valoracién de conjunto que, seguramente, subrayarfa los
siguientes datos: #) La participacién en la empresa se ha desarrollado sobre
todo en lo que se refiere a las condiciones de trabajo y, con un cardcter més
general, a aspectos, relevantes para los trabajadores, de la marcha de la empre-
sa o de las decisiones estratégicas fundamentales, siempre que repercutan
directamente sobre los intereses de los trabajadores. Otras dimensiones de la
empresa y otras formas de participacién, pues, han quedado excluidas del dise-
fio legal. 4) Las competencias de participacién en la gestién son escasas cuan-
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do se trata de facultades de determinacién o condicionamiento directo de las
decisiones empresariales, mucho mds si consisten en facultades de cogestion,
limitadas a aspectos secundarios como la accién social en la empresa. ¢) Las
competencias son mds abundantes a medida que se desciende en el nivel de
intensidad, para ser mds amplias y frecuentes en lo que se refiere a las faculta-
des de informacién o de consulta; donde, sin duda, se encuentra el nicleo de
desarrollo de la participacién prevista en la norma. ) El papel préctico de tales
facultades o competencias es el de condicionar el proceso de toma de decision
del empresario, sin que ello suponga en ningin caso expropiarle la titularidad
del poder de organizacién y de direccién; también el de proporcionar argu-
mentos e informacion al ejercicio de otras formas de representacién mds con-
flictiva que pueden materializarse, por ejemplo, en la negociacién colectiva.

Sucede, sin embargo, que en el sistema espafiol de relaciones laborales, se
han producido dos circunstancias que alteran notablemente la caracterizacién
de la forma de participacién prevista en el ET, hasta el extremo de hacer dudar
de esta inicial naturaleza. La primera circunstancia es la fortisima incidencia y
control de la organizacién sindical en todos los momentos de existencia de la
representacién unitaria; hasta el extremo de utilizar la expresidon de «sindicali-
zacién de la representacién unitaria». Lo dicho se pone en evidencia a poco
que se tenga en cuenta que: ) la convocatoria de elecciones pueden hacerla los
sindicatos, y dentro de ellos, los mds representativos o con presencia en la
representacién unitaria vigente, de existir; es decir, son los sindicatos los que tie-
nen la facultad de poner en marcha el proceso electoral que lleva a la existencia
misma de la representacién unitaria o a su renovacién; 4) aunque no con cardc-
ter exclusivo, de nuevo son los sindicatos los que estdn facultados para presentar
candidatos a las elecciones de los rganos unitarios que, no por casualidad, se lla-
man ordinariamente «elecciones sindicales»; ¢) una vez existente el érgano de
participacién, su funcionamiento no es auténomo de la representacién y del
control sindical, no sélo porque la mayorfa de sus componentes han sido elegi-
dos en listas sindicales, sino también porque las normas que atribuyen derechos
a los representantes sindicales en la empresa los equiparan en facultades (sobre
todo de informacién) a los representantes unitarios, y, lo que es muy significati-
vo, les atribuyen el derecho a estar presentes en las reuniones de la representa-
cién unitaria, aunque sea s6lo con voz y sin voto.

No acaba aqui esta deriva de la representacién unitaria hacia el espacio de
control sindical. Si s6lo fuera esto, se podria hablar de una representacién uni-
taria que ejercerfa las funciones participativas de forma paralela a la represen-
tacién sindical, aunque bajo su supervisién y control. Sucede, ademds, que la
representacién unitaria tiene atribuidas funciones y competencias que exceden
el dmbito de la participacién para entrar de lleno en el de la representacién y
el conflicto. Es lo que acontece con las dos competencias centrales de la repre-
sentacién tradicional de los trabajadores, normalmente sindical, cuales son las
de negociar convenios y convocar y gestionar medidas de presién colectiva.
Aunque en el articulo 64 ET estas competencias no aparezcan, es en los ar-
ticulos 87 y siguientes del ET, los que regulan la negociacién colectiva, en los
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que la representacién unitaria estd expresamente legitimada para negociar con-
venios en el dmbito de su actuacién, que no es otro que el de la empresa. De
forma que, en competencia excluyente con los sindicatos, la representacién
unitaria puede negociar convenios colectivos de eficacia general. Se trata,
como se ha dicho, de una competencia mutuamente excluyente cuyo posible
conflicto no estd claramente resuelto, salvo por la via de establecer (articulo 87
ET) que, paraddjicamente, tendrd prioridad la representacidon unitaria, salvo
que la representacién sindical controle la mayorfa de la primera. Es decir,
negociard la representacién unitaria salvo que el control sindical de la misma
sea tan intenso (mayorfa) que podrd negociarse por esta tltima via.

En cuanto a las competencias de conflicto, tan caracteristicas de la accién
sindical, también el Real Decreto Ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre relacio-
nes de trabajo (acorde con la Constitucidn, pese a su cardcter preconstitucio-
nal, tras la depuracién y la interpretacién a la que ha sido sometido por el
Tribunal Constitucional, siendo el ejemplo mds claro y relevante la Sentencia
11/1981, de 7 de marzo) ha establecido, sin que ello haya sido negado poste-
riormente, que la representacién unitaria tiene igualmente competencias de
conflicto. Es decir, que puede convocar huelgas, organizarlas, dirigirlas, orien-
tarlas como medio de presion para conseguir mejoras en los convenios colec-
tivos o concesiones de los empresarios, y ponerles fin suscribiendo acuerdos de
fin de huelga. En definitiva, competencias y funciones que siempre han perte-
necido al sindicato y sin las cuales este tltimo no se concibe. Pero que, en la
normativa espafiola, también estdn atribuidas a la representacién unitaria; apa-
rentemente llamada a desempefar una funcién meramente participativa.

La conjuncién de los datos enunciados lleva inevitablemente a una con-
clusién. Que la representacién unitaria en Espafia, al menos tal y como estd
regulada en el ET, no tiene asignadas tareas especificas y exclusivas de partici-
pacién y colaboracién con el empresario, sino que a la vez, y podria decirse
antes de ellas, desarrolla funciones representativas y negociales que la asocian
indiscutiblemente a la nocién de accién sindical (de hecho, es posible sostener
que la actividad de la representacién unitaria es funcionalmente sindical, aun-
que no se trate de un 6rgano de esta naturaleza). Tanto que esa asociacion, en
realidad, muchas veces se convierte en control por parte del o de los sindica-
tos; de manera que la representacién unitaria no es sino una forma mds de la
accién sindical. Con lo cual la confusién entre participacién y representacién
se habria producido plenamente. Aunque no en el sentido equilibrado que se
pronosticaba antes, sino mds bien moviendo a la representacién unitaria hacia
el espacio del sindicato y convirtiéndola en una forma de expresién de este. De
tal modo que la participacién, como funcién diversa de la representacién con-
flictiva, hoy por hoy carece de autonomia, al menos en el contexto normativo
espafiol. Y sélo la tiene, o la tendrd, en la medida en que el sindicato acepte
los presupuestos de toda accién participativa, cambie la estrategia de accién, la
l6gica y el uso de los instrumentos y vuelque sobre la accién participativa (que
no estd dicho que no pueda desarrollarla el sindicato) un esfuerzo actualmen-
te concentrado en las funciones meramente representativas-conflictivas.
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El balance es, pues, que la participacién disefiada en el ET a partir del
129.2 CE responde con dificultad al concepto de participacién (AGUILERA
[ZQUIERDO, 2000; p. 1.241); sdlo si, de forma mds moderna, se la considera
un complemento de la accién cldsicamente representativa. Si el disefio ya es
confuso, la préctica ha venido a confirmar el prondstico; de modo que, para
ser precisos, la llamada participacién del ET sélo puede considerarse tal por el
tipo de competencias y la forma de ejercerlas; no por el sujeto, altamente sin-
dicalizado en todo caso. Y sélo de forma muy lenta y progresiva, el sindicato
estd hoy asumiendo que su accién (la realice directamente, o por érganos inter-
puestos) puede orientarse, eficazmente para los intereses de los trabajadores,
hacia formas de accién (que presuponen una manera de entender la empresa,
sus valores, sus utilidades y sus exigencias) en las que el conflicto, e incluso la
negociacién, sean sustituidos por la intervencién en las decisiones de gestién
de la empresa, por la colaboracién con la misma y con la asuncién de ciertos
valores de eficiencia y productividad necesarios para el funcionamiento de
dicha organizacién. Tanto como lo son el respeto de los derechos fundamen-
tales, la ausencia de discriminacién, los derechos formativos y al descanso, la
salud laboral o una retribucién digna.

IV. PARTICIPACION Y DERECHOS CONSTITUCIONALES

Ya se ha apuntado antes que la participacién, tanto en general como en
particular en la empresa, estd relacionada con otros derechos constitucionales.
Sin duda, y mucho mds tras las descripcién que se acaba de hacer del sistema
espafiol, con los articulos 7, 28 y 37 CE, en los que se subraya el papel de los
sindicatos como organizaciones bdsicas de la estructura politica y social del
pais (articulo 7), y en los que esa consideracién se traduce en la consagracién
del principio de autonomia colectiva. No formulado expresamente sino a tra-
vés de sus manifestaciones como la propia libertad de constitucién de sindica-
tos frente a cualquier tipo de injerencias, la tutela de la libertad sindical indi-
vidual, la atribucién de la autonomia organizativa interna, del derecho a nego-
ciar convenios, y a utilizar medidas de conflicto colectivo o, incluso, a crear sis-
temas de autorregulacién de tales conflictos. En este contexto, es dificil que la
participacién, que al final no es sino una forma de actuar, quede al margen de
la influencia de una institucién tan fuertemente protegida en el texto consti-
tucional. La participacién puede ser concebida asi como una forma mds de la
accién colectiva o sindical; por mds que este tipo de actividad requiera un posi-
cionamiento previo que, no por ser tradicionalmente ajeno al sindicato, signi-
fica que no pueda ser asumido por éste. En definitiva, una nueva forma (o
transformada, o matizada) de concebir la accién sindical.

Como el sindicato y todos los medios de accién atribuidos al mismo, la
participacién también sirve a la finalidad establecida en el articulo 9.2 CE
(PEREZ AMOROS, 1989; p. 337). Siendo el sindicato uno de los instrumentos
de la igualdad material (que no el tnico, ya que ese monopolio no es concebi-
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ble en sociedades complejas como las actuales), es claro que la participacién
también lo serd. Ya que no se debe olvidar que, pese a los presupuestos, si se
quiere ideoldgicos, particulares que la participacién demanda, ello no signifi-
ca que su finalidad no sea, como la de los métodos mds cldsicos de la accién
sindical, la defensa de los intereses de los trabajadores como colectivo en la
empresa, y por extensién, como conjunto social mds desfavorecido. A cuya
igualdad fuerza el articulo 9.2 CE. El cual, y no causalmente, se refiere a ese
objetivo central de igualdad como forma de facilitar, entre otras cosas, la par-
ticipacién de los ciudadanos. Si esa exigencia se traslada al dmbito de la
empresa, la participacién de los trabajadores, al abrir espacios de influencia y
de decisién en la organizacién y en la gestién de la empresa, mds alld de lo
que es la mera reclamacién de un mejor reparto de sus resultados, también
permite que los trabajadores intervengan en los diversos aspectos de la empre-
sa, mediante una representacién que, en la medida en que su objetivo es
determinar las decisiones empresariales, en cierto modo estd realizando un
principio democrdtico en el seno de la empresa.

La participacién, no obstante, no sélo se conecta con derechos derivados
del principio de autonomia colectiva; también tiene una relacién estrecha con
otros derechos y valores, ahora referidos a la empresa. El primero de ellos es el
que sittia la participacién en un contexto particular; el que se caracteriza por
tratarse de una intervencidn en las decisiones de la empresa que siempre tiene
lugar desde la parte que nunca es titular de los medios de produccién y que,
por tanto, tampoco lo es de las facultades de organizacién, gestién y direcciéon
que se fundamentan en ella. No hay alternancia en la titularidad; por lo que
tampoco la hay entre las posiciones de titular originario y representante de
otros intereses que pretenden compartir ese poder. Por eso se dice, y segura-
mente con razén, que la participacién, para que sea llamada tal y sea operati-
va, exige un presupuesto ideoldgico (o realista) que es la asuncién de lo incon-
movible de las posiciones respectivas. De forma que la dindmica participativa
siempre tenderd a conseguir el mayor grado de influencia y de determinacién
de un poder que es ajeno. Es verdad que la aportacién del trabajo legitima, casi
al mismo nivel, el derecho a participar; pero no se puede olvidar que el articu-
lo 33 CE, y en el mismo sentido el articulo 38, al establecer la libertad de
empresa, da aplicacién dindmica al derecho de propiedad, atribuyen al empre-
sario esa titularidad originaria.

Que esto sea asi no quiere decir que no existan amplios espacios para la
participacién, en todas sus modalidades e intensidades. No sélo espacios nego-
ciales, en el sentido de generados siempre por la via del consenso y de la acep-
tacién empresarial de una autolimitacién de su capacidad de decisién; también
por exigencia constitucional vinculada a la funcién social de la propiedad, tal
y como estd establecida en el mismo articulo 33.2 CE. Porque la defensa de la
productividad, que establece como valor el articulo 38 CE, no sélo exige de
los representantes de los sindicatos asumirla como valor y condicionante de su
participacién; también exige de la empresa una gestién, entre otras cosas, res-
petuosa con los intereses de quienes estdn presentes con un titulo, el del traba-
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jo, tan legitimante como el de la misma titularidad. Por eso, la aceptacién de
los valores de la empresa sélo es posible en un marco en el que la participacién
de los trabajadores se encuentre a un nivel lo suficiente alto y determinante
como para convertirlos en corresponsables de la obtencién de tales objetivos.
Algo que, todavia hoy, no encuentra plasmacién ni en la norma ni en la reali-
dad espafola.
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